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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
I. Todo profesional que preste sus servicios tiene derecho a recibir una remuneración por su labor en la forma pactada, y a falta de convenio, en la forma que la ley disponga.

II. No se puede alegar la unidad de gestión respecto de labores judiciales, cuando se han tramitado diferentes procesos, en diferentes épocas y en distintos Despachos judiciales, en cumplimiento del mandato conferido a través igual número de poderes especiales.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, primero de octubre de dos mil nueve
Acta número 0061 del 1 de octubre de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de absolverse la apelación interpuesta por las partes en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 20 de marzo de 2009, dentro del proceso de doble instancia que Fernando Velásquez González le promueve a Doris Correa González. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta el demandante, por medio de apoderado judicial, que fue contratado por la señora Doris Correa para la realización de diversas diligencias judiciales, teniendo en cuenta su condición de abogado litigante, así mismo que no se acordó ni verbal ni por escrito el valor de los honorarios, que en ejercicio de su actividad profesional realizó y llevó hasta su culminación diversas gestiones judiciales y administrativas las cuales enuncia así: ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito, proceso Ejecutivo Hipotecario contra la señora Sandra Mildreid Cardona Betancourt, el cual terminó con sentencia el 17 de noviembre de 1999; en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, proceso Ejecutivo Hipotecario el cual finiquitó con sentencia el 4 de julio de 2000, siendo adjudicado el bien inmueble; proceso de Sucesión de la causante Blanca Lilia Correa de González tramitado ante el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el cual finalizó con sentencia el 29 de octubre de 1999. Señala que dentro de las diligencias extraprocesales desarrolladas en su gestión se encontraron: elaboración de memorial dirigido al Inspector de Policía de la vereda Guacas en el Municipio de Santa Rosa de Cabal; la interposición del recurso de reposición contra la Resolución No. 359 de 2003 expedida por el Registrador de Instrumentos Públicos; solicitud de copias informales en proceso de denuncia penal por falsedad, memorial de solicitud de copias auténticas de la diligencia de remate de fecha 21 de septiembre  de 1999 y del auto de adjudicación del bien inmueble en el proceso de Doris Correa González contra Sandra Mildreid Cardona; elaboración de minuta para aclarar el 100% adjudicado a la señora Correa González; Fabián Correa González y Federico Correa González; la cual fue aprobada en la Notaría Tercera del Circulo de Pereira, memorial dirigido al Juzgado Tercero de Familia solicitando concepto sobre la procedencia de las correcciones realizadas en la escritura número 3069 del 27 de septiembre de 2004; memorial dirigido al Juzgado Quinto Civil del Circuito solicitando la admisión como Litis Consorte a la señora Doris Correa González dentro del proceso hipotecario promovido por la señora Ana Ramírez González contra Rubén Ramiro Ríos Delgado y otros; memorial dirigido a la Secretaría de Hacienda y Tesorería Municipal de Pereira donde se solicitaba se abstuvieran de diligenciar en una posible subasta pública de los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias No. 290-0082154 y 290-0082185 de propiedad de Doris Correa González; memorial dirigido al Tribunal Superior de Pereira –Sala Civil Familia- solicitando copias auténticas de la sentencia de separación de cuerpos de la señora Doris Correa con José Anir Arias Echeverri; memorial dirigido al Notario Primero solicitando la inscripción en el Registro Civil de Matrimonio de la anterior actuación; memorial remitido al Registrador de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal, denuncia penal por el delito de hurto entre condueños contra el señor Federico Correa González en la Fiscalía Tercera Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Santa Rosa de Cabal.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que se declare que entre las partes existió un contrato verbal de prestación de servicios profesionales para gestionar procesos judiciales y diligencias administrativas, así mismo, de conformidad con el experticio que realice un perito avaluador se condene a la señora Doris Correa González al pago de las sumas que resultaren del peritazgo, lo anterior teniendo en cuenta el abono parcial que ésta hiciera al demandante de $12.000.000 de pesos, las costas del proceso y su respectiva indexación.
La demanda fue admitida por auto del 26 de agosto de 2005, fl. 96, y se ordenó correrla en traslado a la demandada, quien contestó por medio de apoderado, fl. 101, pronunciándose respecto a los hechos. Oponiéndose a las pretensiones, considerando que no eran ciertos los supuestos fácticos en los cuales se fundaba la demanda  y excepcionando: “Pago”, “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en las partes, fl. 120. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 20 de marzo último, fl. 250. La Falladora en primera instancia, haciendo un estudio del contrato de mandato regulado por el artículo 2124 del Código Civil y de conformidad con el material probatorio obrante como fué el documental, los testimonios practicados y los dictámenes periciales llevados a cabo, le llevaron a determinar que el actor había actuado como apoderado de la demandada no solo en la gestión de procesos judiciales, sino también en actuaciones administrativas independiente de los resultados logrados, puesto que la labor desarrollada por los profesionales del derecho en virtud del mandato que se les confiere es de medio y no de resultado.

Señala el proveído que el debate se centra en el valor de los honorarios y el pago de los mismos, concluyendo que de conformidad con el primer experticio presentado fl.151-159, el cual fué objetado por error grave y cuya objeción fuera resuelta en la providencia impugnada después de practicado un segundo experticio, que valga decir, de gran similitud en resultados al primero fl. 189-193, de gran importancia al momento de evaluar las pruebas por parte de la censora, quien tomando como base los experticios y haciendo algunas precisiones en las sumas tasadas para algunas diligencias y actos extra procesales, consideró que éstas hacían parte del diligenciamiento y tramite de los procesos sucesoral e hipotecarios y descontó su valor dentro de la cuantía que se había asignado como pago para cada proceso tramitado en los Juzgados: Cuarto Civil Del Circuito de Pereira, Tercero Civil del Circuito de Pereira y Tercero de Familia de Pereira y declaró no próspera la objeción por error grave invocada en él y estableció por concepto de honorarios la suma de $17.786.616 pesos. 
En la sentencia, respecto de la prescripción que establece el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral invocada, se declaró que ella solo operaba para acciones que emanaban de leyes sociales, norma que no era aplicable al caso, pues la obligación discutida emanaba de un contrato civil por tratarse de un contrato de mandato, regulado en el articulo 2542 del Código de Procedimiento Civil que establece 3 años para la prescripción. Así las cosas, declaró prescrita la obligación por el proceso tramitado en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, la cual ascendía a $3.100.800 pesos, ya que la labor del apoderado terminó el 21 de abril de 2001, transcurriendo mas de 3 años desde la exigibilidad de la obligación a la fecha; las demás obligaciones consideró que quedaban incólumes. 
Respecto de la excepción de pago, ésta se encuentra respaldada por los diez recibos de pago aportados por la accionada que no fueron tachados de falsos, y que ascienden a la suma de $13.743.300 pesos; adicional a esto imputó nuevamente los referidos pagos a las obligaciones derivadas de los procesos judiciales tramitados en los juzgados Cuarto Civil Del Circuito de Pereira, Tercero Civil del Circuito de Pereira y Tercero de Familia de Pereira, para finalmente condenar a la señora Doris Correa González a pagar al señor Fernando Velásquez González la suma de $916.256 pesos por concepto de honorarios y $325.145 pesos por concepto de indexación además de las costas en un 50%. 
Contra la anterior decisión se levantaron en apelación ambas partes.
El apoderado de la demandada, fl. 261, manifiesta que no está de acuerdo con la decisión adoptada, toda vez que la certificación dada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito en relación con la terminación de la labor del demandante no se ajusta a la realidad, ya que según ella terminó el 3 de febrero de 2004, habiendo ocurrido la diligencia de remate del proceso en el susodicho Juzgado el 21 de septiembre de 1999, es decir dicha obligación debió también haber prescrito; respalda lo anterior en un yerro del fallo recurrido.  En relación con el proceso sucesorio tramitado en el Juzgado Tercero de Familia alega que no terminó el 8 de marzo de 2005, sino el 29 de octubre de 1999, según sentencia aprobatoria de la partición y el registro de la misma, razón por la cual manifiesta extrañeza en la certificación expedida por el Juzgado, así mismo que el trabajo de partición llevado a cabo dentro de él lo había realizado otro abogado; termina su escrito afirmando que las obligaciones reclamadas habían prescrito al momento en que aquel presentó la demanda.
Por su parte el apoderado del demandante, fl.280, indica que la gestión realizada por su poderdante se hizo en virtud de un contrato de prestación de servicios constituido por una sucesión de servicios y no como un servicio profesional accidental y aislado y que por voluntad de la demandante nunca se había realizado contrato escrito, por lo tanto nunca ha estado en juicio la unidad jurídica de los servicios profesionales prestados, razón por la cual el despacho no puede aceptar la prescripción liberatoria como si se tratara de un servicio profesional accidental o aislado, que se divide en tantos derechos distintos como prestaciones sucesivas hay y que la prescripción se cuenta  desde que termina definitivamente la prestación de los servicios, acorde con lo anterior reitera que la labor de su poderdante finalizó el 8 de marzo de 2005 según certificación expedida por el Juzgado Tercero de Familia.
Concedido el recurso fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual ambas partes presentaron escritos respaldando sus posiciones, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.
El recurso de alzada, presentado por el procurador judicial de la parte demandada centra su inconformidad en que las certificaciones expedidas no se ajustaban a la realidad, exactamente las que corresponden al Juzgado Tercero Civil del Circuito y al Juzgado Tercero de Familia, razón por la cual pide que se declare la prescripción en ellas.

De otro lado el apoderado de la parte demandante esgrime que el contrato de prestación de servicios debatido debe tomarse como una unidad, sin que pueda predicarse la prescripción de algunos de los procesos tramitados, pues ella debe tomarse a partir de la ultima gestión realizada, no frente a cada proceso individualmente considerado.
El artículo 2 de la Ley 712 de 2001, que modificó el Código Procesal del Trabajo, dispone en su numeral 6º que la jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de la seguridad social, conoce del trámite de los conflictos jurídicos que se originan en el reconocimiento y pago de honorarios o remuneraciones por servicios personales de carácter privado, cualquiera que sea la relación jurídica que los motive.  

Para éste Juez Colegiado de la lectura del libelo demandatorio, de la respuesta que al mismo entregara la demandada, de las declaraciones recibidas en el plenario y de los documentos allegados al proceso, entre otros las certificaciones de los respectivos despachos judiciales en los cuales se ejecutaron las diversas gestiones por parte del doctor Velásquez González en calidad de apoderado de la señora Doris Correa González, se puede avizorar sin asumo de duda que si existió la prestación del servicio profesional de abogado por parte del actor, amén de que dicho aspecto fue reconocido y no impugnado en la decisión de primera instancia; consecuente con lo anterior y como quiera que lo pretendido por el accionante es que se le reconozcan unos honorarios por servicios profesionales prestados, que no fueron reconocidos en el monto por él pretendido, ni por el valor refutado por la accionada se procede a revisar por esta Sala dicho aspecto.
Sea lo primero recordar que todos los profesionales del derecho, como los que ejercen otras profesiones, tienen derecho a percibir una remuneración por la labor adelantada, en la forma convenida y, a falta de convenio, según lo disponga la ley y lo evalúen los jueces. Surgen entonces divergencias entre las partes por el valor de dichos emolumentos, para lo cual si bien es cierto siempre se evidenció que había existido una gestión por parte del doctor Fernando Velásquez González, su tasación no se hizo al inicio del mandato, pero que, habida la necesidad de hacerlo se acudió a sendos dictámenes periciales, el primero fl.151-159 que fijó como honorarios la suma de $19.516.616, experticio que fuera objetado por error grave por el apoderado de la demandada, siendo realizado un segundo fl.189-193 que arrojó como valor una cuantía de $19.871.936, partiendo de éstos, la a quo hizo las deducciones correspondientes a los pagos y abonos que se le habían imputado al actor, además de tener en cuenta obligaciones que habían prescrito.

Establecido lo precedentemente escrito, tenemos que la decisión que ha de emitir éste Juez Colegiado, ratifica lo ya decidido por el fallador en primera instancia en cuanto al valor del que se parte para tasar los honorarios, esto es el experticio que establece una cuantía de $19.871.936 pesos; así mismo confirma la imputación que se hace de los 10 pagos y abonos a las obligaciones, ya que según la ley civil –artículo 1634 del Código Civil-, para que el pago sea válido debe hacerse al acreedor mismo, a aquel que la ley o el juez autoricen a recibir por él o a la persona delegada por el acreedor para el cobro, dicho lo anterior estos pagos se encuentran plenamente probados en el acervo probatorio arrimado al plenario y ascienden a $13.815.300, valor que difiere del establecido en primera instancia y que haciendo las deducciones correspondientes arroja un valor adeudado por honorarios de $6.056.636 pesos no como erróneamente se estableció en la sentencia, ya que se imputaron los pagos o abonos en doble oportunidad al descontarse una vez más en la obligación derivada del proceso tramitado en el Juzgado Tercero Civil del Circuito por tanto solo se tendrán en cuenta únicamente los 10 abonos o pagos inicialmente relacionados; así pues, se confirma la excepción de pago formulada pero en cuantía diferente
En cuanto al argumento esgrimido por el procurador judicial del demandante, en el que señala que el contrato de prestación de servicios reclamado debía tomarse como una unidad, encuentra la Sala que la situación planteada difiere de la verdad demostrada, puesto que quien actuó como mandante otorgó sendos poderes especiales e individuales para cada uno de los procesos tramitados en los diferentes juzgados como puede adverarse a folios 68, 69, 70, 79, lo que demuestra una vez mas que la actuación no se hizo como la unidad de gestión que pretende presentar el recurrente, de así serlo, ésta debió hacerse a través de un poder general con el cual se gestionarían no solo actuaciones de carácter judicial sino también administrativas, y en el caso de marras el mandato se materializó para cada caso de manera singular, lo cual demuestra una vez mas que la unidad deprecada no existió, razón por la cual se ratifica la prosperidad de la excepción formulada.

Teniendo en cuenta lo precedentemente dicho, esto es la prescripción decretada en la sentencia de primera instancia, se tiene que ésta será confirmada respecto de la obligación que tuvo su génesis en el proceso tramitado en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, de conformidad con la certificación expedida por dicho despacho fl.247, en la que consta como fecha de la última actuación del doctor Velásquez González el 21 de abril de 2001, escrito que fue allegado a las diligencias y que no fue objetado o tachado por las partes, razón por la cual esta Corporación se atendrá a su veracidad, coligiendo que la obligación derivada de los honorarios se encuentra prescrita, la cual ascendía a $3.100.800, suma que se descontará de los $6.056.636 pesos adeudados, para un resultante de $ 2.956.636 pesos por concepto de honorarios, los cuales serán indexados en $ 1.080.992 pesos.

Por último, respecto a lo manifestado por el apoderado de la demandada, en cuanto a que las certificaciones expedidas por los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Tercero de Familia son falaces y que consignan datos fuera de la realidad, ello no fue alegado en el momento procesal oportuno, al ser aportadas al infolio no fueron tachadas en su contenido o veracidad, por lo cual no puede la accionada en está Sede venir a desconocer documentos que debió haber objetado en primera instancia, al no estar de acuerdo con la información en ellos consignada; además aporta algunos documentos con los cuales pretende probar sus afirmaciones, sin embargo este no es la ocasión para presentar nuevas pruebas, pues no se dan en este caso concreto las situaciones contempladas en los artículo 83 y 84 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social para que dichos medios probatorios sean practicados o considerados en esta instancia.

Sin más elucubraciones al respecto, se procede a confirmar el fallo proferido el 20 de mayo de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de ésta ciudad, pero modificando las cuantías establecidas en él.

Costas en esta sede, a cargo de la demandada y a favor del demandante.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia que por vía de apelación ha revisado.
SEGUNDO:
DECLARAR que entre el doctor FERNANDO VELASQUEZ GONZALEZ y la señora DORIS CORREA CONZALEZ se celebró un contrato de prestación de servicios profesionales. 
TERCERO:
CONDENAR a la señora DORIS CORREA GONZALEZ a pagar al señor FERNANDO VELASQUEZ GONZALEZ la suma de pesos doscientos noventa y seis mil seiscientos treinta y seis pesos ($2.956.636), por concepto de honorarios profesionales.
CUARTO: CONDENAR a la señora DORIS CORREA GONZALEZ a pagar al señor FERNANDO VELASQUEZ GONZALEZ la suma de un millón ochenta mil novecientos noventa y dos pesos ($1.080.992) por concepto de indexación.
QUINTO: DECLARAR probadas parcialmente las excepciones de prescripción y de pago conforme a lo expuesto.

SEXTO: COSTAS en esta instancia a cargo de la parte demandada en un 50% y a cargo de la parte demandante en un 50%.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
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